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Prólogo



El libro de Viviana García Pinzón apunta a un elemento central respecto a la capacidad de generar estudios de casos comparativos sobre las políticas anti-drogas que los Estados Unidos han desarrollado en la región de América Latina. Es para lo anterior que resulta indispensable incorporar elementos multidisciplinarios. En estas últimas décadas la mirada incorpora a las Relaciones Internacionales, pero desde una óptica distinta, con una capacidad de mirar el fenómeno de lo más general a lo particular, de la capacidad de poder generar respuestas que sean generales en casos similares. Este libro lo logra, y con mucho.


Ver las diferencias en los resultados de los casos colombiano y mexicano sólo puede lograrse a partir de un proceso que incorpore una metodología y un marco teórico que sea capaz de superar las descripciones. En este sentido, el libro recoge una cantidad de investigación que ha sido producto de años de recolección y maduración intelectual. Me correspondió estar en aquel primer momento, cuando Viviana era aún estudiante del Magíster en Ciencia Política de la Universidad de Chile. Me pidió ser su director de tesis. Con un desarrollo brillante, la primeras versiones del trabajo que se presenta en este libro obtuvo las calificaciones más altas posible como tesis, terminando dicho esfuerzo inicial con distinción máxima.


Este trabajo tiene la virtud de mirar acontecimientos que no necesariamente son comparables en un primer examen pero que, indagando desde una óptica novedosa en lo teórico y metodológico, los permite comparar y estudiar de manera excelente. En este sentido, pocos son los trabajos que han estudiado temas de cooperación y seguridad desde una visión que involucre nuevos paradigmas en las relaciones internacionales. La obra de Alexander Wendt, las escuelas inglesas y de Copenhague sobre securitización entregan una mirada fresca, pero que a la vez es dialogante con lo más tradicional del realismo y neorrealismo. Quizás es esta una de las fortalezas relevantes de este trabajo, puesto que a las estructuras y racionalidades propias de las miradas más antiguas, el trabajo de García incorpora el problema la identidad, y por lo tanto, como esa multiplicidad de miradas que constituyen prácticas de cooperación nuevas, que a su vez generan identidades. Tal como reconoce la autora, y basada en el propio autor germano-norteamericano, la institucionalización de procesos internacionales en la región significan un proceso cognitivo y no sólo conductual. Es decir, los intereses responden a identidades que se van consolidando y no a meras expectativas inmediatas del estado.


En este contexto, el fenómeno del crimen trasnacional es coetáneo a un problema mayor: el estado no es el actor único, ni necesariamente el más relevante de la escena internacional. En un contexto donde los mercados se han abierto, los límites de estos se han hecho difusos. Incluso asumiendo la existencia de una sociedad internacional, la globalización de los fenómenos humanos ha significado un gran cambio para lo público, pero también para la actividad privada ilícita. Es decir, las concepciones de seguridad se han tenido que ir adaptando a una realidad cambiante que hace dos décadas habría sido inimaginable. Por ejemplo, si consideramos la declaración de Ciudad de México en 2003 sobre el concepto de seguridad podemos ver que hay una mutación de las visiones clásicas al afirmar que:


Nuestra nueva concepción de la seguridad en el Hemisferio es de alcance multidimensional, incluye las amenazas tradicionales y las nuevas amenazas, preocupaciones y otros desafíos a la seguridad de los Estados del Hemisferio, incorpora las prioridades de cada Estado, contribuye a la consolidación de la paz, al desarrollo integral y a la justicia social, y se basa en valores democráticos, el respeto, la promoción y defensa de los derechos humanos, la solidaridad, la cooperación y el respeto a la soberanía nacional.


OEA, 2003


En la consideración de este concepto, la seguridad ya no es un asunto separado de elementos constitutivos de nuestra sociedad como los derechos humanos, democracia e incluso una máxima tan propia de nuestra región como es el principio de respeto a la soberanía nacional. Este último es particularmente interesante para los casos de estudios que se abordan en este libro, puesto que en el contexto europeo lo anterior sería imposible de aceptar. El acuerdo de Schengen en la Unión Europea es la definición misma de negar la soberanía nacional, pasando desde la cooperación a la verdadera integración. Así podemos analizar como existen identidades diferenciadas de los actores en una sociedad internacional que es precaria. Asumimos pues su existencia, pero por otro lado vemos que es muy básica en términos de la convergencia conceptual posible entre los diferentes actores que la componen.


Por lo anterior, es que el uso de la securitización como concepto es clave en este trabajo. Para poder lidiar con el problema de la guerra contra las drogas, los Estados Unidos se vieron superados por una estructura política e internacional que no responde a las necesidades ni a las amenazas enfrentadas. De alguna manera, no caben más que movimientos torpes por parte de todos los actores en las primeras intervenciones sobre la materia. Si pensamos en la arquitectura internacional, nada de lo que el mundo en la Guerra Fría enfrentó permitió armar a quienes toman las decisiones, y obviamente, proporcionarles herramientas tales que les permitieran enfrentar flagelos como el terrorismo, el tráfico de personas o el narcotráficos, todos con un gran sentido trasnacional.


De ahí que los intentos norteamericanos en la región en referencia con el tema del narcotráfico fueran esencialmente de búsqueda y error, tal como lo hemos visto en las últimas tres décadas. Tal vez, porque ha sido un lento tránsito de asumirlo como una problemática que es más que meramente delictual. Porque en definitiva costó mucho que se asumiera como un fenómeno que está íntimamente ligado con concepciones que vienen de la seguridad internacional, diplomacia multilateral y salud pública, donde todos tienen algo de responsabilidad.


Como bien señala la autora, el concepto de securitización a los que aluden Buzan y Weaver, necesariamente guarda relación con la sobrevivencia del Estado. En este sentido, Estados Unidos no podía esperar de los países una respuesta igual a los incentivos y programas que pretendía implementar en la región. Si nos remontamos en la historia, la propia doctrina de seguridad nacional no fue igual en toda la región. Alimentadora de tristemente célebres dictaduras militares, no todos los militares de la región entendieron lo mismo. Lo único que si compartían unos y otros era la necesidad de hacer sobrevivir el estado nación frente a la amenaza que representaba para ellos el internacionalismo proletario y lo que fue la revolución cubana. En este caso moderno, el narcotráfico, tampoco se podía esperar más respuestas comunes que el interés por preservar el Estado.


Es así, que la securitización significó diferentes aproximaciones para cada caso. Esta es otra fortaleza del trabajo que se expone en el libro. A partir de una estricta utilización de los métodos de la diferencia de Mill, que en otra época revolucionara los estudios comparados, lo cierto es que buscó el factor explicativo diferenciador. Podríamos decir que la actitud de los Estados Unidos fue la constante, y lo que explica la variabilidad es la acción diferente de Colombia y Estados Unidos. Para los primeros la securitización implicó una suerte de subordinación consentida. Es interesante notar que la narcotización de las relaciones bilaterales fue clave, Colombia se había convertido en un problema, y las autoridades del país lo sabían. Pero no se trató de la guerra contra el narco por si mismo. Por el contrario, siempre estuvo el problema de la insurgencia. Es decir, en la vocación de preservar el Estado nación era tan fuerte como luchar contra los estupefacientes ilícitos, con elementos de política interior colombiana que eran mucho más complejos que la simplificación de algunos medios de comunicación que pululan el TV cable de Estados Unidos.


Por el contrario, en el caso mexicano, el control del Partido Revolucionario Institucional del poder político fue casi total. Los movimientos insurgentes nunca tuvieron que ver con la droga. Quizás si ese es el gran drama que hoy enfrentan los mexicanos es que además de no haber oposición, quienes son los que controlan la droga son diversos y despiadados. Descontrolado el tema de la droga, se podría llegar a concluir que el prejuicio norteamericano era real, al sur de la frontera no saben controlar a los mercaderes de la droga. Sin embargo, el tema era bastante más complejo. Desconfiar porque siempre ha sido sería una conclusión errada e injusta. Desde hace muchas décadas que ha existido una desconfianza que no sólo viene del norte, pues más bien era compartida. Lo anterior incluyó un bajo nivel de cooperación militar y policial. Es decir, siempre manteniendo la distancia. Por eso es perfectamente comprensible la política mexicana de estricto respeto a la no incumbencia en asuntos de otros Estados. Lo anterior, sólo se ha modificado con la caída del PRI en 2000. Sin embargo, algo que si podemos concluir es que por la misma razón, la sobrevivencia del Estado pasó por defender esa misma soberanía.


Si bien desde el Plan Colombia y la Iniciativa Mérida han pasado ya muchos años, también es cierto que el análisis es relevante y que no todo se ha dicho. Más bien por el contrario, falta mucha investigación. Quizás si uno de los problemas más extendidos es buscar estudios con muchos casos que permiten grandes generalizaciones de la variables independientes de estudio, pero que por otro lado tienen graves deficiencias en materia de profundidad en el conocimiento de los casos. Lo cierto es que como la autora concluye, una única guerra contra las drogas no existe, sino que múltiples conflictos que evidencian una multiplicidad de incentivos, condiciones y realidades diferentes. Por lo anterior la existencia de problemas e identidades diferentes de los actores es un aporte relevante. Más es necesario, pero este es un gran inicio que merece las loas a la autora de tan excelente estudio.


Con gran aprecio y admiración.


Dr. Jaime Baeza Freer


Profesor


Universidad de Chile


Santiago, Enero de 2015





Introducción



En las agendas de seguridad de algunos países de América Latina y el Caribe, el tráfico de drogas ilícitas y el crimen organizado constituyen una de las mayores amenazas contra el Estado y la democracia (Aravena y Jarrín, 2004; Benítez, Celi, y Diamint, 2009; Niño, 2011; Garzón, 2013). El tema también se convirtió en un eje de la agenda de Estados Unidos con la región. El régimen internacional de prohibición de drogas y la lucha contra el narcotráfico se han caracterizado por un enfoque punitivo y de coerción, una política que ha mostrado ser inefectiva y cuyos efectos han sido contraproducentes, generando incluso más daños que el problema que busca combatir. Después de más de dos décadas de una “guerra” que ha dejado una estela de violencia, pobreza y corrupción, el problema no solamente continúa, sino que se asiste a la transformación de las redes criminales que se difunden por toda la región y se vinculan con otras economías ilícitas (Garzón, 2013). Varios países de América Latina no sólo han hecho parte de esta “cruzada contra las drogas”, además han sido su escenario principal, sufriendo así los mayores costos de esta política.


¿Por qué los gobiernos de la región han cooperado en la “guerra contras las drogas”? Desde una perspectiva centrada en la estructura del sistema internacional, la respuesta apunta a explicar las políticas antidrogas como el resultado de las exigencias del hegemón. Sin embargo, una mirada atenta evidencia que tanto los elementos de política interna, como las dinámicas del narcotráfico en relación con los contextos y problemáticas locales, y la forma en que el narcotráfico se ha posicionado en la agenda pública nacional cuentan al momento de definir la forma cómo se colabora con Estados Unidos, las medidas contras las drogas ilícitas y la relación que se mantiene con dicho país. Por ello, más que una guerra contra las drogas, en América Latina existen múltiples guerras (Smith, 2008). Para explicar las diferencias y el impacto de los factores mencionados en las dinámicas que enmarcan la política antidrogas en la región, este trabajo aborda los casos de Colombia y México a partir de dos de los mayores programas bilaterales en materia de seguridad entre América Latina y Estados Unidos en las últimas décadas: El Plan Colombia y la Iniciativa Mérida.


El Plan Colombia —en adelante PC— es un programa que nació en el gobierno de Andrés Pastrana (1998-2002)1. Tras un tenso período en las relaciones Colombia-Estados Unidos durante el gobierno de Ernesto Samper (1994-1998), debido a la utilización de dineros del Cartel de Cali en la campaña electoral para la presidencia, el cambio de gobierno fue visto como la oportunidad idónea para establecer la normalidad en las relaciones con Estados Unidos. Pastrana inició su mandato con el plan de lograr una solución negociada al conflicto armado. Por esta razón buscó el posicionamiento del tema de la paz en Colombia como el asunto central en las relaciones con Estados Unidos. Argumentó para ello que al lograr un acuerdo negociado para poner fin al conflicto armado sería posible enfrentar el problema de las drogas con mayor efectividad.


A finales de 1998, en una Cumbre de Ministros de Defensa en Cartagena, el Secretario de Defensa norteamericano William Cohen firmó con el Ministro de Defensa colombiano Rodrigo Lloreda un acuerdo para fortalecer la cooperación militar. En el marco de este acuerdo se adelantó el entrenamiento del primer batallón antinarcóticos del Ejército colombiano, inaugurado en abril de 1999. Por su parte, en diciembre de 1998, el presidente Andrés Pastrana dio a conocer la propuesta del Plan Colombia en el municipio de Puerto Wilches. El proyecto consistía en una propuesta de ayuda social y económica. Una especie de “Plan Marshall” para Colombia.


Esta propuesta, más enfocada en la inversión social, no tuvo mayor acogida en Estados Unidos. En Agosto de 1999 el tercer funcionario del departamento de Estado Thomas Pickering visitó Colombia, con el fin de expresar las reservas de su país frente a la problemática situación del manejo de la zona de despeje que se mantenía con las FARC. En particular, Pickering advirtió al presidente Andrés Pastrana que en Estados Unidos primaba la opinión de que el gobierno había sido demasiado “blando” en su trato con las FARC, y que si su manejo del proceso de paz no cambiaba podría perder el respaldo estadounidense.


Según el Washington Post, Pickering le dejó en claro a Pastrana que Estados Unidos incrementaría fuertemente la ayuda a Colombia si se desarrollaba un plan comprensivo para fortalecer las fuerzas armadas, parar la economía del narcotráfico y luchar contra el tráfico de drogas. (Tickner, 2001: 223).


Fue así como en Septiembre de 1999 Pastrana presentó una versión ajustada del Plan Colombia en Estados Unidos, enlazando la necesidad de la ayuda con la lucha antinarcóticos y la debilidad del Estado colombiano para emprender medidas efectivas en esta materia.


En su primera fase, el plan tuvo un costo de US $ 7.200 millones, financiados con recursos propios y cooperación internacional. El Congreso de Estados Unidos aprobó un paquete de ayuda para el Plan por concepto de U$1.300 millones de dólares para el año 2000 y 2001. De éstos U$ 860 millones estaban destinados para Colombia —adicionales a los 330 millones de dólares que habían sido aprobados anteriormente como ayuda para esos años— y U$440 millones para los países vecinos (Ecuador, Perú y Bolivia). El paquete de ayuda se concentró en la lucha antidrogas —enfatizando en la interdicción y las fumigaciones aéreas—, en la iniciativa denominada “Ofensiva al sur de Colombia” (Push into southern Colombia), y en el fortalecimiento de las fuerzas armadas —el 81% del monto total del paquete tenía como destino las fuerzas militares—. La ayuda fue aprobada por medio de dos proyectos de ley: operaciones en el exterior (Ley de ayuda al exterior) y el Departamento de Defensa (el presupuesto del Pentágono). El programa más importante del primer proyecto es el de Control Internacional de Narcóticos, que contenía iniciativas de sustitución de cultivos, programas de fumigación, reforma judicial, derechos humanos y paz, así como la transferencia de armas y entrenamiento para fuerzas militares y policías.


En el caso de México, durante una reunión entre los gobiernos de México y Estados Unidos en la ciudad de Mérida (Yucatán) en marzo de 2007, fue discutido un plan bilateral para combatir la inseguridad regional asociada con el narcotráfico y otras formas de delincuencia organizada. En diciembre del mismo año fue anunciada la Iniciativa Mérida, planteada como un programa de cooperación para complementar los esfuerzos de México contra la delincuencia organizada trasnacional. Las metas principales de este programa son la consolidación de las instituciones de seguridad y justicia en la región, y la disminución del poder y la impunidad de las organizaciones criminales (Departamento de Estado, 2008). Para ello, la estrategia de la IM se basa en cuatro pilares: 1) Afectar la capacidad organizativa del crimen organizado. 2) Institucionalizar la capacidad de mantener el Estado de derecho. 3) Crear la estructura fronteriza del siglo XXI, y 4) Construir comunidades fuertes y resilentes (Embajada de Estados Unidos en México, 2014; Ribando y Finklea, 2014).


Inicialmente, el monto del financiamiento de la Iniciativa Mérida —en adelante IM— comprometido por el gobierno de los Estados Unidos fue de US$1,400 millones de dólares, para ser ejecutados en el lapso de tres años comprendido entre 2008 y 2010. Los recursos de los Estados Unidos para la Iniciativa provienen de tres fondos del Departamento de Estado: el Economic Support Fund ESF, el Foreign Military Financing FMF y el International Narcotics Control and Law Enforcement INCLE. Los fondos del ESF son destinados al desarrollo del Estado de Derecho, al respeto de los Derechos Humanos en México y a reformas del sistema de justicia penal. Los recursos que vienen del programa de financiamiento de ejércitos extranjeros FMF,) incluyen fondos para la compra de helicópteros, aviones para transporte táctico y patrulla marítima y escáneres de iones para detectar explosivos, armas y drogas. Todo ello con el objetivo de mejorar el control y vigilancia del territorio nacional y de la frontera. El aporte proveniente del INCLE, o la agencia de Control Internacional de Narcóticos y Aplicación de la Ley, es para el desarrollo de la capacidad del gobierno de México para la detección y aseguramiento de drogas, explosivos, armas, y personas (Catalano, 2009:1). Tras siete años de vigencia, la IM ha recibido fondos por alrededor de 2, 351.5 millones de dólares de parte de Estados Unidos. El grueso de estos recursos se han gestionado a través de los programas ESF e INCLE, ya que desde 2012 no han sido asignados recursos a través del FMF (Ribando y Finklea, 2014).


Este es un estudio comparado y cualitativo, hecho a partir de un enfoque constructivista. La comparación responde a la del tipo “comparación de pocos países” (Landman: 2000). Sigue para ello el enfoque de los sistemas más similares que


compara sistemas políticos que comparten un conjunto de características comunes en un esfuerzo por neutralizar algunas diferencias mientras resalta otras (...) El enfoque de los sistemas más similares busca identificar las características claves que son diferentes entre países similares y cuáles cuentan para el resultado político (p. 70).


Debemos decir que aunque Colombia y México hacen parte de América Latina —y por ello hay elementos regionales en común2—, las características de las relaciones con Estados Unidos son distintas, como también son diferentes las dinámicas de las drogas ilícitas.


Mientras que la política exterior de Colombia se ha caracterizado por una mirada hacia Estados Unidos como país aliado y por mantener una relación de “subordinación consentida” (Tokatlián, 2000), que ha tenido como correlato la visión de Colombia como país confiable y aliado por parte de Estados Unidos; históricamente, la relación bilateral de México con Estados Unidos ha sido de desconfianza. En el marco del nacionalismo mexicano, la política exterior del país ha buscado lograr cierta autonomía e independencia respecto a su vecino del norte. Todo ello determina divergencias tanto en las relaciones de cooperación y conflicto, como entre los discursos de seguritización de las drogas ilícitas y las características del PC y la IM.


Las ejes del análisis que se proponen son: 1) El acto discursivo de la seguritización: las ideas, percepciones, y su impacto en establecimiento del PC y la IM, enfatizando en la definición de las drogas ilícitas como amenaza a la seguridad y la forma en que México y Colombia conciben su relación con Estados Unidos. 2) El contexto donde se desarrolla el discurso: es decir, los elementos de la relación de conflicto y cooperación entre Estados Unidos, México y Colombia en torno a las drogas ilícitas3 y, 3) Características de los programas y proceso de negociación: diagnóstico, medidas y presupuesto del PC y la IM. Para el primer eje se toman los mensajes de los actores oficiales (Ejecutivo, funcionarios de gobierno, Legislativo) y se analizan mediante la técnica de Análisis de Contenido. Para el segundo eje se propone un análisis histórico, donde se identifique el lugar de “la guerra contra las drogas” en las relaciones bilaterales y las trayectorias de cooperación y conflicto generadas por ésta, identificando puntos de quiebre, ideas, y políticas de los actores en torno al tema. Por último, para el tercer eje se desarrolla un análisis más descriptivo.


Existe una abundante literatura sobre la problemática de las drogas ilícitas y su impacto en la seguridad en América Latina, especialmente para la región Andina y México. Desde el establecimiento de la iniciativa Mérida, y la discusión sobre la “colombianización” de la política antidrogas mexicana, han sido desarrollados diversos análisis comparados sobre los dos programas. Éstos se centran en la efectividad de las estrategias de las políticas implementadas (Carpenter, 2003; Catalano, 2009) o en las relaciones con Estados Unidos respecto al tema de las drogas ilícitas desde una visión principalmente estructuralista o institucional (Bagley, 2000, Guáqueta, 2001, Benítez y Rodríguez, 2006 y 2008). La pertinencia del análisis que aquí se propone radica en el uso de un enfoque constructivista tanto de las relaciones interestatales —a partir de la temática de las drogas ilícitas—, como del tema de la seguridad y la agenda política.


El libro se compone de cinco capítulos. El primero aborda la temática del conflicto y la cooperación en la Teoría de las Relaciones Internacionales, enfatizando en los planteamientos del constructivismo sobre el tema. El segundo capítulo se concentra en la seguridad y el narcotráfico tomando como referente principal la teoría de la seguritización, en particular desde los trabajos de la Escuela de Copenhague4. En el tercer capítulo se aborda la relación entre drogas ilícitas y seguridad en la perspectiva de Estados Unidos. A lo largo de este apartado, son esbozados los elementos que permiten dar cuenta de la relación entre drogas ilícitas, seguridad y política exterior en Estados Unidos. Este análisis se remonta a los comienzos de la prohibición de las sustancias psicotrópicas en Estados Unidos y a la promoción de un régimen internacional de control de drogas en las primeras décadas del siglo XX. El cuarto capítulo presenta un análisis de las relaciones de cooperación y conflicto de Estados Unidos con Colombia y México en torno a las drogas ilícitas a partir de 1986, mismas que dan cuenta de la construcción de un marco cooperativo que permite la formulación y puesta en marcha del PC y la IM. Finalmente, en el quinto capítulo, se analiza el discurso de la seguritización de las drogas ilícitas por parte de los gobiernos de Colombia, México y Estados Unidos en los casos del PC y la IM. En esta última parte, haciendo uso del Análisis de Contenido Cualitativo, se identifican en el marco de la formulación del PC y la IM los elementos que estructuran tanto la relación entre drogas ilícitas y seguridad, así como la visión del otro y la relación bilateral en torno a esta problemática. El objetivo último de este ejercicio es identificar las identidades e intereses de los actores gubernamentales de Colombia, Estados Unidos y México respecto a las drogas ilícitas, su perspectiva sobre la seguridad a partir de esta problemática, y su visión y relación con el otro.


Por último, cabe señalar que la investigación que se presenta fue desarrollada como parte del programa de Magíster en Ciencia Política en la Universidad de Chile. A los profesores del Instituto de Asuntos Públicos de dicha universidad, a CONICYT de Chile y a mis profesores y colegas del Grupo de Investigación en Seguridad y Defensa de la Universidad Nacional de Colombia mis más sinceros agradecimientos.




Capítulo I


Cooperación y conflicto 
en las relaciones internacionales


La acción colectiva y el logro de la cooperación en la política mundial son dos asuntos complejos y difíciles de lograr debido a la naturaleza anárquica del sistema internacional —es decir a la ausencia de un gobierno común para reforzar reglas—, y por los estándares de la sociedad interna (Axelrod y Keohane, 1985, 225). Las posibilidades y condiciones de superar este problema y lograr la cooperación entre los estados han sido centrales en el campo de las Relaciones Internacionales, estructurando su historia desde el debate entre las dos corrientes clásicas (realismo/idealismo), seguido por el diálogo entre el neorrealismo y el neoliberalismo institucional, y hasta el surgimiento y consolidación de los enfoques reflectivistas, entre los que se encuentra el constructivismo.


Junto con el racionalismo, el constructivismo es parte del eje principal del debate en el campo de las Relaciones Internacionales (Keohane, Katzenstein y Krasner, 1998). Hemos de decir que estos no son teorías de las Relaciones Internacionales en estricto sentido, son enfoques analíticos y metodológicos conformados por un conjunto de supuestos respecto a lo que constituye la vida social y las clases de relaciones que existen entre estos elementos.


Desde una interpretación pragmática, el racionalismo y el constructivismo son herramientas analíticas o lentes con los cuales se teoriza sobre la política mundial, más que posiciones metafísicas (...) Por lo tanto, el debate no se centra en qué son las Relaciones Internacionales, sino en cómo estudiarlas. (Fearon y Wendt, 1999: 52 y 53).


El racionalismo designa al conjunto de trabajos que aplica la teoría de la elección racional al estudio de las Relaciones Internacionales. Es un método para explicar las acciones de actores en contextos estratégicos y ofrece una comprensión fundamentalmente conductista sobre los procesos y las instituciones. Su consolidación en el campo de las Relaciones Internacionales ha sido impulsada por la adopción del pensamiento economicista y la teoría de juegos para la comprensión de las relaciones de cooperación y conflicto entre los actores internacionales (Milner, 1992:487). El neorrealismo y el neoliberalismo institucional son las dos teorías que constituyen el pensamiento racionalista aplicado a la comprensión de la política mundial. El primero, ofrece explicaciones centradas en la estructura del sistema internacional (Waltz, 1979), mientras que el neoliberalismo institucional se enfoca en la importancia de las instituciones y los regímenes internacionales (Keohane, 1989).


Respecto al neorrealismo, en el libro Theory of International Politics (1979), Kenneth Waltz mantiene los supuestos básicos del realismo clásico, por ejemplo, que los estados son los principales actores de la política internacional, que son unidades racionales y autónomas, y que la anarquía es la principal característica del sistema internacional. Pero su interpretación de la política mundial parte de las condicionantes estructurales y no de las características de la unidades que lo componen. A decir de Waltz:


en el nivel sistémico además de la distribución de poder, los estados experimentan constreñimientos y oportunidades debido a los cambios en los niveles de la actividad económica mundial, innovación tecnológica, giros en patrones de interacciones transnacionales y alteraciones en normas internacionales e instituciones. (Waltz citado por Nye, 1988: 250).


El modelo de análisis planteado por el neorrealismo recurre al uso de la teoría microeconómica de las estructuras de mercado y de la teoría de la acción racional.


La consolidación del programa neorrealista coincidió con una actitud conciliadora por parte de autores como Keohane y Nye, quienes renunciaron a su pretensión inicial de formular un paradigma alternativo mediante la teoría de la interdependencia compleja, para apuntar a un programa de investigación más amplio y complementario. Keohane afirma que la política internacional no sólo es un estado de guerra, pues de lo contrario no existiría la cooperación; en After Hegemony (1984) el autor profundiza en el análisis de la cooperación y las condiciones para que ésta se desarrolle, y sostiene que las instituciones y regímenes internacionales emergen como suministradores de las condiciones favorables para la cooperación. Keohane denomina su programa de investigación como institucionalismo liberal, dada la visión optimista sobre la cooperación —propia del liberalismo— y el énfasis en el rol de las instituciones5.


Desde la perspectiva del autor la condición anárquica del sistema internacional —ausencia de un gobierno común— hace difícil la cooperación. Sin embargo, ello no implica una condición de caos permanente. Por el contario, para Keohane, “las relaciones entre actores pueden ser cuidadosamente estructuradas en algunas áreas, aunque permanezcan perdidas en otras” (Keohane, 1985: 227). La cooperación se diferencia de la armonía de intereses —propia del liberalismo—


ya que requiere activos esfuerzos para ajustar las políticas para coincidir con las demandas de los otros. No sólo depende de intereses compartidos sino que emerge de un patrón de discordia o de potencial discordia. Sin discordia no habría cooperación, solo armonía. La cooperación es un ajuste mutuo más que un simple reflejo de una situación en la cual los intereses comunes son superiores al conflicto. (Keohane, 1984: 12).


Así pues la cooperación sólo puede tener lugar en situaciones en las que hay una mezcla de intereses conflictivos y complementarios. Keohane se apoyó en la microeconomía, y en concreto en el concepto de “fallos del mercado” para explicar la compatibilidad entre la estructura anárquica del sistema internacional y la cooperación. Esta noción alude a la incapacidad de un mercado perfecto —es decir no regulado— de proporcionar adecuadamente bienes públicos a una sociedad, así como a la posibilidad de que un mercado no regulado dé lugar a “males públicos” tales como la contaminación (Salomón, 2002:7). La analogía mercado-sistema internacional en este enfoque propiciará un uso importante de los modelos de las teorías de la acción racional, rasgo compartido con el neorrealismo.


Las instituciones y regímenes internacionales emergen como proveedores de las condiciones favorables para la cooperación: “Las instituciones internacionales incluyen todas las posibilidades de cooperación, formales e informales, y son patrones de prácticas reconocidos alrededor de los cuales las expectativas convergen” (Keohane, 1984:252). Por su parte, el concepto de régimen internacional hace referencia a


los principios, normas, reglas y procedimientos de toma de decisiones, explícitos e implícitos, en torno a los cuales convergen las expectativas en un área temática concreta de las relaciones internacionales. Los principios son creencias de hecho, causación y rectitud. Las normas son estándares de comportamiento definidos en términos de derechos y obligaciones. Las reglas son prescripciones o proscripciones específicas para la acción. Los procedimientos de toma de decisión son las prácticas prevalecientes para la realización y la implementación de las elecciones colectivas. (Krasner, 1983:2)6.


Las coincidencias teóricas y metodológicas por parte del neorrealismo y el neoliberalismo institucional permitieron la constitución de lo que hoy se conoce como diálogo “neo-neo”. El diálogo y complementariedad entre el neorrealismo y neo institucionalismo se estructuraron a partir de los siguientes puntos de convergencia: 1) Una perspectiva epistemológica positivista, por lo que también se le conoce como racionalismo, 2) La visión de la anarquía como condición estructural determinante del sistema internacional, 3) Los estados como actores racionales y centrales del sistema internacional y 4) Considerar que son los intereses los que dan lugar a las identidades. Esta perspectiva integrada se enfoca tanto en la estructura de poder en un contexto de anarquía como en la interacción estratégica, dadas las diferencias de poder, preferencias y condiciones de información.


No obstante, diálogo no quiere decir consenso, y para dar cuenta de los factores o variables y condiciones que causan la cooperación las explicaciones divergen. Las interpretaciones neorrealistas parten de la preocupación de los estados por la posición relativa en la escala de poder internacional. Entienden esta posición como producto de las relaciones de poder, explicando los regímenes e instituciones a partir de la hegemonía de una potencia —teoría de la estabilidad hegemónica— o de una determinada estructura de poder. Por su parte, el neoliberalismo considera que los estados priorizan las ganancias absolutas que la cooperación puede reportar, y que las instituciones y regímenes son resultado de la maximización de intereses de los actores y son proveedores de las condiciones que permiten el desarrollo de la conducta cooperativa.


Hay dos falencias del enfoque racionalista que son señaladas de forma recurrente en la literatura especializada: La primera, es sobre las consecuencias que se atribuyen a la anarquía sobre el sistema internacional y la conducta del estado. La segunda, es que si bien el diálogo “neo-neo” ha sido enriquecido por la teoría de la elección racional y la teoría de juegos, lo que ha permitido la formulación de modelos teóricos claros y parsimoniosos, este enfoque también ha transmitido ciertas limitaciones al estudio de la política mundial. Entre estas limitaciones está la consideración de las preferencias de los actores involucrados en la interacción como variables exógenas de los modelos. Las preferencias se asumen como dadas y no se consideran los factores involucrados en su origen, pero “más que constituir causas no causadas, los intereses de los actores son en sí mismos formados en parte por supra individuos, factores colectivos, tales como las normas culturales prevalecientes e ideas, como también las estructuras institucionales” (Weyland, 2002:74). Por lo tanto, esta perspectiva es incapaz de ofrecer una explicación adecuada para los cambios sustantivos en los objetivos y propósitos sobre los cuales los estados tienen conflictos y cooperan7.


Aunque el neoliberalismo institucional ha señalado que las instituciones internacionales afectan los incentivos de los estados permitiendo que éstos tomen acciones que de otro modo no serían posibles, “es decir, que las instituciones internacionales tienen aspectos constitutivos tanto como regulatorios, dado que ayudan a determinar cómo se definen los intereses y cómo se interpretan las acciones” (Keohane, 1989:20), al descansar sobre una visión realista de la anarquía y una concepción racionalista y conductista, carece de una teoría sistemática para dar cuenta de la relación entre actor-estructura y la forma en que suceden los cambios en las identidades. Frente a ello, desde el liberalismo “duro” (Moravcsik, 1997) y el constructivismo (Wendt, 1992, 1995; Ruggie, 1998), se han desarrollado trabajos que buscan explicar las identidades y los intereses.
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